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1. INTRODUCCIÓN: 

 

 

El presente informe tiene por objetivo analizar el Expediente N.º 077-2019/CPC-INDECOPI-

CHT, tramitado ante el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de 

la Propiedad Intelectual (INDECOPI), el cual aborda una denuncia por presuntos actos de 

discriminación por identidad de generó relacionado al consumo. El caso se origina por parte 

del señor Carlos Eduardo Baca Flores contra las empresas Inmuebles Panamericana y Altek 

Trading, debido a la restricción en el uso de SS.HH. dentro del Centro Comercial Mega Plaza 

Chimbote, situación que habría constituido un tratado diferenciado basado en la identidad de 

género de la persona denunciante. 

 

La relevancia del presente expediente adquiere relevancia jurídica y constitucional, debido a 

que permite examinar los alcances del derecho a la igualdad y la no discriminación en las 

relaciones de consumo, especialmente en aquellos grupos históricamente vulnerables. El caso 

plantea la necesidad de poder evaluar el deber de los proveedores de garantizar un trato digno, 

equitativo y libre de prácticas discriminatorias dentro de los establecimientos abiertos al 

público, así como la configuración de responsabilidad administrativa de las empresas 

involucradas. El pronunciamiento emitido por INDECOPI demuestra que la potestad punitiva 

de la administración pública no se agota en la tutela jurisdiccional del consumidor, sino que 

opera como un mecanismo de garantía de los derechos fundamentales. 

 
1.1. Identificación de las áreas relevantes del Derecho vinculadas al expediente elegido. 

 
 

1.1.1. Derecho Constitucional. 

 

 

Al respecto, consideramos que esta rama del derecho constituye el eje central en el 

presente expediente, porque establece los principios fundamentales de organización 

del Estado y garantiza los derechos de las personas, con el objetivo de proteger que 

se respete la identidad y libre desarrollo de la persona transgénero. La Constitución 

actúa como una directriz que pone un límite necesario para que las empresas o 

proveedores no vulneren la identidad sentida de los consumidores, siendo el 

Derecho a la Identidad como un componente esencial de la identidad personal. 
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Al respecto, Carbonell (2021) sostiene que el Derecho Constitucional cumple una 

función esencial de protección frente a eventuales abusos de poder, asegurando que 

la actuación de la autoridad competente se ajuste a los principios de legalidad, 

justicia y proporcionalidad. En tal sentido, se configura como un marco normativo 

indispensable que garantiza la seguridad jurídica y la protección de los derechos 

individuales y colectivos. 

 

De igual manera, Vila (2021) hace énfasis que el Derecho Constitucional constituye 

una ciencia que permite un conocimiento racional y analítico de la Constitución, 

cuya importancia yace en su función de garantizar los derechos humanos y limitar 

ante cualquier acto de autoridades o particulares que pretendan vulnerar dichos 

derechos. Además, resalta que es una herramienta y/o mecanismo que asegura una 

protección efectiva de la dignidad humana, estando estrechamente vinculado a la 

prevención de la discriminación en todas sus formas. 

 

Aunado al fondo del expediente, Landa (2023) precisa que el derecho a la identidad 

de género configura una manifestación directa del libre desarrollo de la 

personalidad, lo que impide que terceros -ya sea estado o privados- impongan de 

manera arbitraria una identidad basada en criterios biológicos sobre la identidad 

sentida y proyectada por el individuo. 

 
1.1.2. Derecho de Protección al Consumidor. 

 

 

Por otro lado, con relación a lo expuesto precedentemente, resulta pertinente 

destacar la relevancia del Derecho de Protección al Consumidor desde una 

perspectiva axiológica vinculada a la dignidad humana. Según Camargo y Villalba 

(2021) esta disciplina está relacionada a un bloque constitucional, donde el 

consumidor no es solo una contraparte contractual, al contrario, un individuo cuya 

vulnerabilidad exige que haya una tutela reforzada por parte del Estado. Ello limita 

que el ejercicio del poder económico de los proveedores no anule los derechos 

fundamentales del ser humano frente a los accesos en un mercado e incluso esta 

tutela refuerza un imperativo de justicia social para garantizar la libertad y respeto. 
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Igualmente, ante los hechos suscitados en los centros comerciales con relación a la 

seguridad del consumidor, Cáceres y Reyes (2025) sostienen que los consumidores 

tienen derecho a la protección de la salud, seguridad e intereses económicos, lo que 

implica que los centros comerciales deben garantizar condiciones seguras para 

aquellos que acuden a sus instalaciones, a fin de poder prevenir cualquier situación 

adversa que afecta la integridad física y emocional de los consumidores. 

 
1.1.3. Derecho Administrativo. 

 

 

Ahora bien, respecto a esta rama del derecho, Morón (2017) señala que el Derecho 

Administrativo es un medio para alcanzar el interés público mediante la aplicación 

de la ley, su objetivo es proteger principalmente el interés general y no únicamente 

el del Estado. De esta idea, se desprende que actúa como un eje de equilibrio entre 

la tensión constante del ejercicio de poder de la autoridad competente y la 

salvaguardia de los derechos fundamentales de la parte denunciante. 

 

Según Ríos Castiblanco et al. (2021) el Derecho Administrativo regula el 

funcionamiento del Estado bajo la supremacía constitucional, para lo cual, la 

importancia del principio de legalidad actúa como vertebra de este derecho. Dicha 

jerárquica normativa exige que la Constitución prevalece, en ese caso la 

administración debe basarse en la ley y la búsqueda de la justicia, entendiendo que 

no son lo mismo, pero se complementan entre sí. Esta idea es fundamental dentro 

de las actuaciones de Tribunal de Indecopi, quien reconoce que las normas de 

carácter técnico no pueden estar encima por disposiciones que tengan como 

finalidad regular la interacción de las personas. 

 
1.1.4. Derecho Administrativo Trilateral. 

 

 

En el marco de las actuaciones de INDECOPI en el presente expediente, es 

imperioso señalar la entidad no interviene como parte interesada, sino como un 

órgano imparcial que su finalidad principal es la solución de controversias 

intersubjetivas en sede administrativo. Al respecto, Morón (2017) sostiene que el 

procedimiento administrativo trilateral se configura cuando la Administración 

Pública asume una dirección decisoria frente a un conflicto de intereses entre 
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administrados, en ese escenario la entidad actúa como un tercero imparcial, donde 

se intensifica el debido procedimiento y la igualdad de trato entre las partes, debido 

a su carácter cuasi jurisdiccional. 

 

Reforzando a este concepto, Pacori (2020) define que el procedimiento 

administrativo trilateral constituye una manifestación de carácter conflictivo del 

Derecho Administrativo moderno, el cual la administración no solo tutela el interés 

público, sino que resuelve conflictos entre particulares dentro de su ámbito 

competencial, enfatiza que este tipo de procedimiento garantiza condiciones 

similares a las de un proceso judicial. Resalta que su aplicación es frecuente en 

ámbitos como la protección al consumidor, donde la autoridad administrativa actúa 

como un árbitro institucional que equilibra las posiciones entre consumidor y 

proveedor. 

 
1.2. Justificación de la elección del expediente. 

 
 

En principio, para sustentar la importancia de este análisis, es imperioso remitir a lo 

expuesto por Hernández Sampieri y Mendoza (2018) que sostiene que la justificación de 

una investigación yace de sus objetivos y preguntas de estudio, argumentando la relevancia 

del proyecto y explicando el propósito detrás de su ejecución y que ventajas o 

conocimiento aportara, demostrando con claridad la utilidad y beneficios que se espera 

lograr con el trabajo. 

 

En ese contexto, para un investigador o estudiante el Expediente N.º 077-2019/CPC-

INDECOPI-CHT, es relevante dentro del desarrollo social peruano, no solo por su 

rigurosidad jurídica, sino porque representa un hito en la tutela de los derechos de un grupo 

en situación de vulnerabilidad -personas transgénero-, batallas que giran en un entorno no 

igualitario para poder afrontar las barreras existentes al momento de acudir y/o acceder a 

servicios, reflejando el prejuicio existente que hay en realidad peruana. La trascendencia 

del caso radica en la ciudad de Chimbote, donde el derecho fundamental a la igualdad y 

no discriminación frente a prácticas que, bajo aparentes criterios de organización o política 

empresarial, pueden afectar la identidad de género de las personas usuarias en espacios 

como los centros comerciales, haciendo énfasis que cualquier trato diferenciado carece de 

legitimidad jurídica si no se encuentra sustentado en una justificación objetiva y razonable. 
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En ese contexto, para un investigador o estudiante el análisis del referido expediente 

permite evaluar los derechos fundamentes por su innegable densidad constitucional al 

evidenciar que no es un caso sencillo, por la relación estrecha de estos derechos frente a la 

relación de consumo entre particulares y proveedores. El caso se centra en la convergencia 

entre el Derecho Constitucional, Derecho de Protección al Consumidor y Derecho 

Administrativo Sancionador, permitiendo analizar como los principios de igualdad, no 

discriminación y dignidad humana se aplican en situaciones cotidianas de consumo. 

 

Además, el presente caso adquiere especial relevancia al ampliar la protección al 

consumidor, al establecer que esta no se limita únicamente por la transacción de realizar 

una compra, sino que también incluye la etapa previa de interacción con el proveedor. Este 

concepto fortalece el panorama de entender que todas las personas deben ser tratadas con 

respeto desde el primer contacto en cualquier establecimiento que preste servicios al 

público en general. 

 

Asimismo, desde un enfoque más jurídico, el caso radica en la implicancia de la tutela 

reforzada frente a la discriminación por identidad de género, siendo esto una controversia 

que se ha dado en los últimos años con mayor frecuencia. Este acto constituye una 

vulneración al principio de igualdad y no discriminación tipificada en el apartado 38 del 

Código de protección y Defensa del Consumidor, toda vez que, el tribunal determinó que 

la identidad de género es un componente esencial de la dignidad humana que no puede ser 

condicionada por el proveedor, calificando dicha conducta bajo el término prejuicios, solo 

es licito si se basa en razones objetivas y justificadas, teniendo carácter de precedente por 

marcar un antes y después en los casos de las personas transgéneros frente al derecho de 

protección al consumidor. 

 

Por último, el acto administrativo por parte del Tribunal establece un estándar de inclusión 

y respeto en el mercado, obligando a los proveedores revisar su protocolos y políticas 

internas (compliance), capacitar a su personal y garantizar un trato igualitario. De esta 

forma se protege los derechos individuales y contribuye a prevenir prácticas 

discriminatorias no solo en sector privado, también en lugares públicos, priorizando la 

seguridad jurídica y promoviendo un mercado más justo e inclusivo. El objetivo es 
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concientizar a una sociedad más justa y que ante la ley todos debemos recibir un trato 

igualitario. 

 
2. HECHOS RELEVANTES DEL EXPEDIENTE: 

 

 

2.1. Interposición de la denuncia. 

 

 

Mediante fecha 12 de diciembre de 2019, el señor Carlos Eduardo Baca Flores, quien se 

identifica y proyecta socialmente como mujer trans, interpone denuncia contra Inmuebles 

Panamericana y Altek Trading por presuntas infracciones al Código de Protección y 

Defensa del Consumidor – Ley N.º 29571, acción que nace ante la consecuencia de un 

incidente ocurrido dentro del establecimiento comercial de Mega Plaza Chimbote, donde 

la parte agraviada expone que, laboraba dentro del Centro Comercial en una peluquería 

llamada “Ivanna Herrera” desde el mes de julio de 2019 y, ante el consumo masivo de agua 

a razón de que se le detecto cálculo renal, se veía en necesidad de acudir a los SS.HH. de 

forma constante, por lo que, con fecha 19 de noviembre de 2019, se apersonó a los SS.HH. 

dentro del referido Centro Comercial, y fue grande su sorpresa cuando un personal de 

control de SS.HH. le prohíbe el ingreso a los servicios de mujeres, manifestando que dicha 

disposición viene por parte de la administración de Centro Comercial. 

 

Posterior al incidente, la señora Mayde Monca Santos en su calidad de empleadora de la 

parte denunciante, comunica lo suscitado a la administradora del establecimiento 

comercial mediante correo electrónico con fecha 20 de noviembre de 2019, teniendo como 

respuesta que no se había ejercido discriminación alguna, al contrario, velaba por el 

bienestar de los clientes a razón de un reclamo, indicando que: “el locatario Sr. Carlos 

Eduardo Baca Flores debería ingresar a los SS.HH. de caballeros y no de damas, y como 

soporte SS.HH. de discapacitados”. No obstante, el denunciante precisa que acudía a los 

SS.HH. de mujeres de forma regular, antes del hecho previsto, materia de análisis. 

 

Ante ello, el señor Carlos Eduardo Baca Flores, en su condición de persona afectada a 

razón del acto discriminatorio por “identidad de género” que sufrió en el Centro Comercial 

Mega Plaza Chimbote, se apersonó a la Defensoría del Pueblo – Sede Chimbote, y dentro 

de su facultad como órgano constitucionalmente autónomo, encargado de proteger y 

salvaguardar los derechos constitucionales y fundamentales de la persona, cursa la Carta 
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N.º 028-2019-DP/OD-ANC/M-CHIM de fecha 25 de noviembre de 2019, dirigida a la 

administradora del referido Centro Comercial, con la finalidad de explicar la normativa 

vigente que prohíbe actos discriminatorios y recomienda que se adopte medidas 

correctivas, a efectos de que la persona afectada ingrese a los SS.HH. de mujeres; y, se 

informe sobre las medidas que han adoptado frente al caso concreto. 

 

Adicionalmente, con fecha 16 de enero de 2020, con el fin de poder detectar quienes son 

las partes denunciadas, la parte agraviada precisa que de la consulta RUC vía web, 

búsqueda por razón social, se identificó que el nombre comercial de “Inmuebles 

Panamericana S.A.” era Mega Plaza. Asimismo, de la respuesta a la Carta que curso la 

Defensoría del Pueblo – Sede Chimbote dirigido al establecimiento comercial, se advierte 

que fue firmada por el señor Javier Rodríguez Barbachan, en representación de Altek 

Trading S.A.C.; por lo que, es imperativo incluir a esta persona en la denuncia presentada. 

 

En ese contexto, su PRETENSIÓN recae en la sanción correspondiente al Centro 

Comercial Mega Plaza Chimbote y la restitución al acceso de SS.HH. de mujeres en dicho 

estableciente, adjuntando a lo peticionado los siguientes medios probatorios que sustentan 

lo expuesto por la parte denunciante: 

 

a) Correos electrónicos de fecha 20 de noviembre de 2019, por parte de la 

administradora del Centro Comercial Mega Plaza – Chimbote, aduciendo primero 

que, la medida prohibitoria se tomó en consecuencia del reclamo de un cliente, 

dando orden a la empresa proveedora en mantenimiento de los SS.HH. derivar a los 

baños de discapacitados; y, segundo que el señor Carlos Eduardo Baca Flores debe 

ingresar a los SS.HH. de caballeros y como medida alternativa SS.HH. de 

discapacitados. 

b) Video de tres (03) minutos con cuarenta y ocho (48) segundos de fecha 19 de 

noviembre de 2019, donde se aprecia que el encargado de acceso de los SS.HH. 

impide el ingreso a los sanitarios de mujeres por orden de la administración. 

c) Carta N.º 028-2019-DP/OD-ANC/M-CHIM de fecha 25 de noviembre de 2019, 

cursado por la Defensoría del Pueblo, quien dispone que el Centro Comercial Mega 

Plaza – Chimbote adopte medidas correctivas a fin de que se deje sin efecto dicha 

prohibición, habiendo inobservado dicho requerimiento. 
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d) Informe de Tomografía de abdomen sin contraste, emitido por la Clínica Salud 

Primavera Chimbote de fecha 05 de junio de 2019, donde se constata que se le 

diagnostica “Calculo Renal”. 

e) Copias de cuatro boletas de consumo en tiendas departamentales en el Centro 

Comercial Mega Plaza – Chimbote. 

 
2.2. Descargo de las partes denunciadas. 

 

 

De fecha 24 de julio de 2020, Inmuebles Panamericana solicita ser excluida del presente 

procedimiento o en su defecto se declare improcedente la denuncia, argumentado que: 

 

a) No existe vinculación alguna con el Centro Comercial Mega Plaza – Chimbote, 

debido a que no se dedica a operar ni a la administración de este recinto 

comercial. 

b) Su empresa gira en dirección a las actividades de investigación de mercado, 

control de calidad, embalaje, almacenamiento, transporte y otras labores 

conexas a la comercialización de productos, conforme a la Partida Registral de 

Construcción. En ese sentido, su objetivo como empresa no se basa en la 

atención o prestación de servicios a los usuarios del centro comercial. 

c) Su representada no tienen y/o carece falta de legitimidad para obrar, al no ser 

proveedor del servicio ni el administrador del local donde se suscitaron los 

hechos, materia de investigación. 

 

De fecha 04 de agosto de 2020, Altek Trading centra su descargo bajo la inexistencia de 

una relación de consumo y en el cumplimiento de normas técnicas, señalando que: 

 

a) La parte denunciante no actuaba como consumidor final, sino como trabajador 

de una empresa arrendataria (KIM FASHION S.A.C.); por ende, el uso de los 

servicios higiénicos se deriva de una relación contractual y no de una relación 

de consumo. 

b) Además, cuestiono las boletas que adjunta la parte denunciante, precisando que 

tenían fechas distintas al incidente y que no estaban a su nombre; por lo tanto, 

enfatizo que no hay prueba suficiente para constatar consumos dentro del centro 

comercial. 
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c) Respecto a los servicios higiénicos, alegó que la Normativa Técnica A.070 e 

IS.010 del Reglamento Nacional de Edificaciones (RNE), exige la provisión de 

baños diferencias por sexo biológico, las cuales se basan en características 

anatómicas y no en función a la identidad de género. 

d) Anteponiendo el Principio de Predictibilidad, citó la resolución previa del 

INDECOPI (N.º 2640-2013/SPC-INDECOPI) que establece que el acceso a 

baños públicos se determina por el sexo biológico y esta restricción no está 

vinculado a un acto discriminatorio. 

 
2.3. Resolución de primera instancia. 

 

La Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Ancash – Sede Chimbote, mediante 

Resolución Final N.º 0117-2020/INDECOPI-CHT, de fecha 14 de agosto de 2020, declaró 

improcedente la denuncia formulada por el señor Carlos Eduardo Baca Flores, contra Altek 

Trading e Inmuebles Panamericana por presunta infracción de los artículos 1 literal d) y 

38 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, considerando los siguientes 

argumentos: 

 
Concerniente a Altek Trading, sostuvo que: 

a) Acreditó que el uso de los SS.HH. por parte del denunciante no se dio en 

condición de consumidor final, sino bajo el parámetro de un vínculo contractual, 

derivaba a que el uso de SS.HH. nace dentro de las cláusulas del arrendamiento 

entre el empleador y centro comercial. 

b) Al momento de los hechos suscitados, el denunciante se encontraba en un estado 

de subordinación y dependencia de su empleador por estar dentro de un horario 

laboral, precisando que lo sucedió se dio fuera del ámbito de protección del 

Código de Protección y Defensa de Consumidor. 

c) De las boletas de pago que intentaban acreditar o probar una relación de 

consumo dentro del centro comercial, se advirtió que ninguno coincidía con la 

fecha del incidente; por lo que, no se constató que ese preciso momento haya 

una relación de consumo. 

d) La comisión señaló que, si una persona se ve afectada por la actividad de una 

empresa fuera de una relación entre consumidor y proveedor, el caso debe ser 
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tratado bajo una responsabilidad civil extracontractual, debiendo ser evaluada 

por el Poder Judicial y no por INDECOPI. 

 
Concerniente a Inmuebles Panamericana, sostuvo que: 

a) Se constató de los medios probatorios que Inmuebles Panamericana se dedicaba 

a desarrollar actividades de investigación de mercado, control de calidad, 

transporte, negocios inmobiliarios, compra venta de inmuebles urbanos y 

rústicos. 

b) Del contrato de arrendamiento, se corroboró que Inmuebles Panamericana, no 

es la administradora, ni operadora del Centro Comercial Mega Plaza – 

Chimbote; por lo que, no se acredita que haya algún vínculo con los hechos 

denunciados. 

 

En síntesis, respecto a la primera denunciada, la comisión sostuvo que no existía una 

relación de consumo en los términos que define el citado código y, concerniente a la 

segunda denunciada, manifestó que el proveedor no se dedicaba a la operación ni 

administración del Centro Comercial Mega Plaza de Chimbote, por ende, no encontró 

vínculo alguno con la relación de consumo materia de controversia de la denuncia. 

 

2.4. Recurso de apelación por parte del denunciante frente a lo dispuesto por la primera 

instancia. 

 

En respuesta a lo dispuesto por la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Ancash 

– Sede Chimbote, el señor Carlos Eduardo Baca Flores interpone mediante correo 

electrónico de fecha 17 de septiembre de 2020, recurso de apelación contra la Resolución 

Final N.º 0117-2020/INDECOPI-CHT, alegando que la comisión no valoró los hechos 

acontecidos adecuadamente, bajos los siguientes argumentos: 

 

a) La relación de consumo se limita exclusivamente a un vínculo formal de prestación 

de servicios o de compraventa de un bien implicaría ignorar las actuaciones previas 

del consumidor y proveedor, supuestos que se encuentran contemplados por el 

Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

b) La Sala ha sostenido reiteradamente que existen situaciones excepcionales en las 

que el proveedor denunciado no llegó a concretar la prestación de un bien o servicio 
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a favor del denunciante; sin embargo, en virtud de la interpretación de pro 

consumidor, se reconoce que las personas que estuvieron expuestas en este contexto 

están comprendidas de los efectos de una relación de consumo. 

c) Las labores que desempeñaba en su centro de trabajo le otorgaban flexibilidad de 

administrar su tiempo, intervalo de tiempo que permitía realizar otras actividades 

como pagos y consumir alimentos dentro del establecimiento comercial. De esta 

acción se considera que existía una etapa preliminar de consumo que se puede dar 

en cualquier momento dentro de los locales del referido centro comercial. 

d) No resulta razonable considerar que, al laborar en un local dentro del recinto 

comercial, no se pueda reconocer su condición como consumidor, debido a que los 

trabajadores constituyen un grupo humano potencialmente consumidor, lo que 

queda demostrado con las boletas de pago que adjunta en el escrito de denuncia. 

e) El acto de prohibición se dio en un escenario bajo el presupuesto de identidad de 

género y potencial consumidor y no en su vínculo laboral con un establecimiento 

que ocupaba un lugar físico en el centro comercial. 

 

2.5. Pronunciamiento ante el recurso de apelación por parte de la Sala Especializada en 

segunda instancia. 

 

La Sala Especializada en Protección al Consumidor, emite la Resolución N.º 2310-

2020/SPC-INDECOPI de fecha 03 de diciembre de 2020, a través del cual dispone lo 

siguiente: i) Revocar la Resolución Final N.º 0117-2020/INDECOPI-CHT, en el extremo 

que declaro improcedente la denuncia contra Altek Trading por presunta infracción de los 

artículos 1 literal d) y 38 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al haberse 

constatado que en el momento en que se produje el hecho controvertido, la parte 

denunciada actuó en calidad de consumidora dentro de un contexto de mercado, bajo los 

siguientes argumentos: 

 

a) Se determino que, al momento de suscitados los hechos, el denunciante actuó como 

consumidor dentro de un contexto de mercado y estableció que cualquier persona 

que transita por un centro comercial tiene la libertad de adquirir productos o 

servicios, encontrados en una etapa preliminar de consumo. 
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b) Preciso que el vínculo laboral que ostenta el denunciante con un tercero no excluye 

ser un potencial receptora de los servicios que ofrece el centro comercial, como son 

los SS.HH. 

 

Por lo que, se ordenó a la primera instancia administrativa que dentro de un plazo breve 

reanude la labor de instrucción y emita un pronunciamiento sobre el fondo de la 

controversia de lo suscitado; y, ii) Confirmar la resolución de primera instancia, en el 

extremo que declaró improcedente la denuncia formulada contra Inmuebles Panamericana 

por presunta infracción de los artículo 1 literal d) y 38 del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, al verificar que no contaba con legitimidad para obrar concerniente al 

hecho denunciado, considerando los siguientes argumentos: 

 

a) Verificó que la empresa Inmuebles Panamericana no contaba con vinculación 

alguna con los hechos denunciados y quedo acreditado que no se dedicaba a la 

operación ni administración del Centro Comercial Mega plaza – Chimbote. 

b) Bajo el principio de causalidad, la responsabilidad administrativa debe recaer en 

quien realiza la conducta de infracción; por lo que, al no tener participación en la 

administración de los SS.HH. no se le puede imputar responsabilidad por la 

supuesta discriminación. 

 

En ese sentido, en cumplimiento a lo dispuesto por la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor, la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Ancash – Sede Chimbote 

mediante Resolución Final N.º 0097-2021/INDECOPI-CHT de fecha 04 de junio de 2021, 

declara infundada la denuncia interpuesta por el señor Carlos Eduardo Baca Flores contra 

Altek Trading, por presunta infracción de los citados articulo señalados en el párrafo 

precedente, debido a que, de forma justificada se negó el ingreso a los SS.HH. de mujeres 

al denunciante en su condición de transgénero y brindando en su lugar pueda emplear los 

servicios destinados para el uso de personas con discapacidad, de este tracto se obtiene lo 

siguientes argumentos que fundamentan su decisión: 

 

a) La Comisión basó su decisión en una interpretación literal de las Normas 

Técnicas A.070 e IS.010 del RNE, precisando que los SS.HH. en los 

establecimientos comerciales deben utilizarse según el sexo biológico de las 
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personas. Por lo tanto, resulta justificado que la empresa negara el ingreso al SS.HH. 

de mujeres. 

b) Asimismo, hizo hincapié que está de acuerdo con la negativa de Altek Trading al 

brindar los SS.HH. destinados para mujeres a una persona de sexo masculino, 

siendo un hecho sustentado en una causa justa y objetiva que obedece a una 

disposición legal que contempla la división de SS.HH. en base al sexo biológico. 

 
2.6. Segundo Recurso de apelación por parte del denunciante. 

 

 

Ante lo dispuesto por parte de la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Ancash 

– Sede Chimbote, el denunciante con fecha 07 de julio de 2021 apeló la Resolución Final 

N.º 0117-2020/INDECOPI-CHT, con el objetivo que se declare fundada la denuncia 

interpuesta y se declare la NULIDAD de dicho acto administrativo, bajo argumentos 

nuevos de los cuales se destaca lo siguiente: 

 

a) Considerando la problemática que presenta el país en materia de discriminación por 

identidad de género, sostuvo que de la primera encuesta virtual para personas 

LGBTI del año 2017 por parte del Instituto Nacional de Estadística e Informática – 

INEI extrajo los siguientes reportes estadísticos de esta población: 56.5% miedo a 

expresar su identidad de género, 13% no contaban con DNI que acredite su situación 

como mujeres trans, 60.6% contaba con estudios universitarios y solo el 61.8% 

había conseguido un empleo. 

b) El grado de violencia que sufría la población LGBTI quedó reflejado en el caso 

“Rojas Marín y otra versus Perú”, proceso que llego a la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos. 

c) Ante reiterados pronunciamientos de la Sala, se ha reconocido que la identidad de 

género es una categoría protegida por la Constitución, Convención Americana de 

Derechos Humanos y pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. 

d) La citada comisión de Chimbote sustento su pronunciamiento en la interpretación 

literal de las Normas Técnicas A.070 e IS.010 del Reglamento Nacional de 

Edificaciones (la primera enfatizada a las edificaciones comerciales y requisitos 

para su diseño y construcción; y, la segunda establece requisitos mínimos para 

instalaciones sanitarias); sin embargo, las decisiones de la CIDH deben ser 
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aplicadas en sede interna de forma primigenia, considerando que dichas normas 

sean interpretadas teniendo en cuenta la identidad de género y las necesidades de 

las personas transgéneros. 

e) La negativa por parte de Altek Trading al no permitirle el ingreso a los SS.HH. de 

mujeres ha limitado su derecho a la dignidad y salud; y, que no podían justificar su 

conducta alegando la inexistencia de una obligación de implementar SS.HH. para 

personas transgéneros, puesto que en ningún momento se solicitó la construcción 

de dicho sanitario. Lo requerido fue acorde a su identidad de género y salud. 

f) Por último, se enfatizó que el test de razonabilidad que pudiera optar la autoridad 

debía resultar a su favor, dado que el trato recibido no perseguía un fin 

constitucional legítimo; por el contrario, se sustentaba en prejuicios y estereotipos 

de género que enfrenta las personas trans en la sociedad. 

 
2.7. Resolución de segunda instancia por parte de la Sala Especializada de INDECOPI. 

 

 

Mediante Resolución N.º 0735-2022/SPC-INDECOPI emitida de fecha 12 de abril de 

2022, la Sala Especializada en Protección al Consumidor, determino que la actuación por 

parte de Altek Trading al negar el acceso de la parte interesada a los SS.HH. de mujeres en 

el Centro Comercial Mega Plaza Chimbote careció de un sustento objetivo y justificado, 

toda vez que, la identidad de género, al ser un derecho fundamental amparado por la 

Constitución Política del Peru y la Convención America sobre Derechos Humanos, faculta 

a la parte denunciante usar los SS.HH. de mujeres. Asimismo, determinó que no se verifico 

que el ingreso de la parte denunciante a los SS.HH. de mujeres perturbó en modo alguno 

el derecho fundamental a la tranquilidad de las demás personas, por el contrario, dicha 

negativa se cimentó en prejuicios sociales. 

 

Por lo tanto, en ejercicio de sus atribuciones legales, la sala decidió REVOCAR la 

Resolución N.º 0097-2021/INDECOPI-CHT de fecha 04 de junio de 2021, emitida por la 

Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Ancash – Sede Chimbote, que declaró 

infundada la denuncia interpuesta por el señor Carlos Eduardo Baca Flores, por presunta 

infracción los artículos 1 literal d) y 38 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, en tanto quedo acreditado la existencia de un trato discriminatorio a la parte 

denunciada por su identidad de género, al negarle el ingreso a los SS.HH. de mujeres de 
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dicho establecimiento comercial, indicándole que debía emplear los SS.HH. destinados 

para el uso de personas con discapacidad. 

 

Por otro lado, respecto a la graduación de la sanción, queda claro que las consecuencias de 

la infracción detectada vulneraron la dignidad humana y derecho a la igualdad, derechos 

que se encuentran tutelados por instituciones de este Estado Peruano; por lo que, la sanción 

impuesta busca evitar la reincidencia de estas acciones en un futuro por parte de un 

proveedor. En consecuencia, SANCIONÓ a Altek Trading con una multa de 50 UIT, 

incluso ORDENO como medida correctiva las siguientes acciones: a) Capacitación sobre 

discriminación a los trabajadores (ingresan todos los rangos o cargos laborales) que tenga 

directo con clientes bajo cualquier canal de atención y que esta acción este a cago de un 

tercero debidamente capacitado; y, b) colocar de forma permanente y en un lugar visible 

el mensaje que haga hincapié que en dicho establecimiento comercial está prohibido 

discriminar a cualquier consumidor bajo el apartado 2 inc. 2 de la Constitución Política del 

Perú y, dicha acción constituye una infracción al Código de Protección y Defensa del 

Consumidor – Ley N.º 29571. Sin embargo, es menester precisar que, en la parte 

resolutiva, la Sala no emite un mandato u orden expresa para que la parte denunciante 

ingrese a los SS.HH. de mujeres, sino que se pronuncia sancionando el acto discriminación 

ya ocurrido. 

 

3. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

3.1. Identificación de los principales problemas jurídicos. 

 

 

Problema Jurídico Principal. 

 

 

¿La inexistencia de una relación de consumo puede ser válidamente utilizada como 

criterio para inaplicar los artículos 1 literal d) y 38 del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor? 

 
Problema Jurídico Secundario. 
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¿Es acertada la postura del Tribunal de defensa de la competencia del Indecopi al 

argumentar que la vulneración al derecho a la tranquilidad debe ser previamente 

verificada para su tutela jurídica efectiva? 

 
3.2. Análisis de los problemas jurídicos. 

 
 

PROBLEMA N.º 01: ¿La inexistencia de una relación de consumo puede ser válidamente 

utilizada como criterio para inaplicar los artículos 1 literal d) y 38 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor? 

 
3.2.1. Derechos de los Consumidores. 

 

 

Para aunar al núcleo del problema jurídico planteado, debemos precisar que según 

la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (2017) el 

derecho del consumidor engloba un conjunto de medidas destinadas a asegurar que 

las personas al momento de adquirir bienes o servicios frente a prácticas engañosas, 

abusivas o desleales, bajo la responsabilidad de órganos públicos y privados quienes 

buscan que se cumpla la legislación en materia de protección al consumidor 

implementando mecanismos de defensa y garantías de cumplimiento. 

 

Asimismo, la Constitución Política el Perú (1993) en su artículo 65 establece que el 

Estado vela por la protección de los consumidores y usuarios, garantizando su 

acceso a la información veraz y oportuna respecto de los bienes y servicios en un 

contexto de mercado. 

 

Que, según el Tribunal Constitucional del Perú (2003) recaído en el Expediente N.º 

0858-2003-AA/TC, establece que el derecho de los consumidores al ser reconocido 

por nuestra carta magna obliga al Estado a protegerlos frente a las asimetrías del 

mercado, garantizando información adecuada, la defensa de sus intereses 

económicos y la prevención de abusos por parte de los proveedores; además, precisa 

que esta protección debe interpretarse bajo un enfoque pro consumidor, 

especialmente en contextos de desigualdad, exigiendo a los organismos reguladores 

no solo funciones técnicas, sino también un rol activo como garantes de derechos 
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fundamentales. En síntesis, el consumidor o usuario es el fin de toda actividad 

económica. 

 

En ese orden de ideas, la jurista López (2022) precisa que el consumidor puede ser 

considerado como un sujeto hipervulnerable a razón de la debilidad jurídica o 

condiciones de vulnerabilidad permanentes o transitorias que se presenta en una 

relación de consumo, por ello propone una tutela reforzada en la categoría del 

principio pro consumidor, protección que no se debe limitar al deber de la 

información, sino que se extiende a obligaciones de adecuación, consejo y 

advertencia, sugiriendo la aplicación de indemnizaciones agravadas ante el 

incumplimiento de estas conductas para garantizar una igualdad real en el mercado. 

 
3.2.2. Relación de Consumo. 

 

 

Al respecto, es imperioso traer a consideración lo que señala el jurista peruano 

Espinoza (2006) quien define a la relación de consumo como una relación jurídica 

compleja que está vinculado a situaciones legales entre un consumidor y un 

proveedor en un contexto de mercado, las cuales no se limitan a un simple contrato, 

sino que constituye una fuente de obligaciones con prestaciones reciprocas 

orientada a mitigar la asimetría informativa, su fin es poder concretar una finalidad 

licita entre el proveedor y destinatario final. 

 

Del mismo modo, el citado autor precisa que el alcance de la relación de consumo 

debe ser dinámica y no se agota en la adquisición del bien o servicio, extendiéndose 

a situaciones que surgen durante y después de dicho acto, como el derecho a la 

idoneidad y la atención en el supuesto caso de reclamos. Su ámbito de protección 

abarca incluso al consumidor potencial, exigiendo al proveedor deberes de 

seguridad dese que el sujeto ingresa al establecimiento comercial, y tutela al 

ciudadano frente a conductas ilícitas como la discriminación, la publicidad 

engañosa o métodos comerciales coercitivos. 

 

En ese contexto, resulta pertinente traer a colación el Expediente N.º 0057-

2018/CPC-INDECOPI-PIU (2018) mediante Resolución N.º 0537-2019/SPC-

INDECOPI, la Sala Especializada en Protección establece que la relación de 
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consumo en el acceso al mercado debe ser basado en condiciones de igualdad, por 

lo que cualquier trato diferenciado en la etapa preliminar de consumo debe 

sustentarse en criterios objetivos. En el referido caso, al no acreditarse una 

justificación válida al ingreso de la discoteca “Chira´s” (donde la parte denunciante 

es una persona transgénero) constituye un acto discriminatorio por identidad de 

género, subrayando que la carga de la prueba recae en el proveedor una vez que el 

consumidor presenta indicios razonables de la infracción. Dicho esto, el Órgano 

Resolutor reafirma que la identidad de género es una categoría protegida por el 

ordenamiento jurídico peruano, cuya vulneración lesiona la dignidad de la persona. 

 

Asimismo, la normativa vigente sobre los derechos de los consumidores, Código de 

Protección y Defensa del Consumidor (2010) en su artículo III del Título Preliminar 

establece que el referente cuerpo normativo protege al consumidor cuando se 

encuentre directa o indirectamente en una elación de consumo o en una etapa previa 

al consumo directo. 

 
3.2.3. Derecho al trato justo y equitativo (No discriminación). 

 

 

En este apartado, es imperioso traer a colación el numeral 2 del artículo 2 de la 

Constitución Política del Perú (1993) que establece que toda persona tiene derecho 

a la igualdad ante la ley, sin que pueda ser objeto de discriminación por razones de 

origen, raza, sexo, idioma u otras de cualquier naturaleza. Disposición concordante 

con el artículo 38 del Código de Protección y Defensa al Consumidor (2010) que 

sostiene que los proveedores no pueden establecer discriminación bajo los motivos 

previamente señalando y que en el supuesto caso de que exista trato diferente de los 

consumidores obedece a causas objetivas y debidamente sustentadas. 

 

En relación con el Expediente N.º 0056-2018/CC3-SIA (2018) resulta relevante 

considerar lo resuelto por la Sala Especializada en Protección al Consumidor, a 

través de la Resolución N.º 2025-2019/SPC-INDECOPI la Sala determinó que no 

es necesario distinguir entre categorías complejas de discriminación, basta que se 

acredite un trato desigual que carezca de una justificación objetiva y razonable para 

que el Estado dentro de su ius puniendi intervenga. Baso sus argumentos bajo el test 

de razonabilidad y proporcionalidad del Tribunal Constitucional, determinando en 
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el caso pertinente que la restricción por edad no restringe el acceso a productos 

financieros, al contrario, constituye un acto discriminatorio cuando no se encuentra 

debidamente sustentando. 

 

De manera complementaria, en el derecho comparado, el Trigésimo Juzgado Civil 

de Santiago de Chile, en el caso Adan con Bar El Túnel (Chile, 2018) abordo una 

controversia idéntica sobre el acceso de una persona transgénero al SS.HH. de 

mujeres en un local comercial. El tribunal estableció que los locales comerciales de 

acceso al público están obligados a brindar trato igualitario y no discriminatorio 

para todas las personas, sin distinción por identidad de género, siendo un aspecto 

protegido por el ordenamiento jurídico y que el argumento de que los clientes 

podrían experimentar rechazo es una afirmación subjetiva y prejuiciosa, siendo una 

acción intolerante de terceras sobre la dignidad de la persona. 

 

En esa misma línea, resultado pertinente señalar que el uso de los SS.HH. se 

relaciona con la salud pública que debe tener todo individuo. Según Carirampoma 

y Villegas (2016) estos espacios forman parte indisoluble de los servicios de 

saneamiento, pues actúan como infraestructuras de vital relevancia para la vida y la 

salud de la persona, lo que se busca es garantizar y adecuar un acceso seguro, limpio 

y equitativo para las poblaciones vulnerables, que puedan desenvolverse en un 

espacio urbano en condiciones dignas y seguras. Asimismo, señala que el acceso a 

servicios higiénicos públicos se encuentra vinculado al derecho a la salud y la 

dignidad de la personas, las mismas que están reconocidas por la Constitución 

Política del Perú; por lo tanto, el Estado tiene la obligación de garantizar la 

prestación adecuada y continua de los servicios de saneamiento, a fin de prevenir 

riesgos sanitarios y coadyuvar a la protección del bienestar colectivo. 

 
3.2.4. Derecho a la Identidad de Género. 

 

 

Concerniente a la identidad de género, se advierte que, si bien la Constitución 

Política del Perú (1993) no regula de manera expresa la identidad de género, 

reconoce derechos fundamentales, entre los cuales destacan el derecho a la dignidad 

humana, a la igualdad y no discriminación, previsto en los artículo 1 y 2. Sin 

embargo, según el Tribunal Constitucional del Perú (2015), en el Expediente N.º 
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06040-2015-PA/TC reconoce que la identidad de género es un aspecto esencial de 

la autodeterminación y el libre desarrollo de la personalidad, formando parte del 

derecho fundamental a la identidad y al libre desarrollo de la personalidad, 

enfatizando que es una construcción psicosocial que se relaciona con la realidad y 

vivencia interna de la persona. Asimismo, rechaza la idea que se trate de una 

enfermedad o trastorno, entendiéndola como una disforia de género protegida por 

la dignidad humana. 

 

Por otro lado, la definición de identidad de género por parte del letrado Varsi (2014) 

se sustenta principalmente en el derecho a la identidad, el cual es entendido como 

un derecho esencial de toda persona por el solo hecho de ser humano, permitiendo 

que cada individuo sea reconocido tal como es, no solo por características físicas 

sino también por su forma de ser, su vivencia interna y percepción personal. 

 

Asimismo, el citado autor define que este derecho tiene una dimensión interna y 

otra social, la primera que está relacionado con la integridad psicológica y moral de 

la persona, que implica el respeto por su forma de sentir, pensar y vivir su identidad, 

garantizando su estabilidad emocional y bienestar personal; y, el segundo reconoce 

que el género influye en la forma en que las personas se relacionan y son tratadas 

en la sociedad, por lo que el ordenamiento jurídico debe considerar estas diferencias 

para asegurar un trato justo e igualitario. El alcance de este derecho influye la 

facultad de autodeterminación, que comprende el derecho de la persona a decidir 

libremente sobre su sexualidad y proyectar su vida de acuerdo a sus anhelos. 

 

Por su parte, en el caso emblemático Azul Rojas Marín y otras vs. Perú (Corte IDH, 

2020) se establece que la identidad de género está protegida en principio por la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos como parte del derecho a la 

igualdad y no discriminación, afirmando que ningún estado puede fundarse en 

prejuicios o estereotipos sobre la identidad o expresión de género, y que cuando 

exista una violación a estos derechos -como ocurrió en el referido caso- el estado 

tiene la obligación de investigar con una debida diligencia. En síntesis, la identidad 

de género es un elemento esencial de la dignidad humana. 
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Asimismo, los Principios de Yogyakarta (2007) conjunto de directrices 

internacionales de derechos humanos que establece de manera clara que la identidad 

de género es una categoría dentro del derecho internacional de los derechos 

humanos, vivencia que está relacionada no solo a percepción personal del propio 

cuerpo, sino también, cuando la persona así lo decide libremente, incluso puede 

modificarse la apariencia o función corporal a través de medios médicos, 

quirúrgicos o de otra naturaleza. Además, los principios sostienen que los estados 

tienen obligaciones en forma de prevención a la violencia, hostigamiento y 

discriminación, así como de reconocer legalmente la identidad de género 

autopercibida. 

 

PROBLEMA N.º 02: ¿Es acertada la postura del Tribunal de defensa de la competencia del 

Indecopi al argumentar que la vulneración al derecho a la tranquilidad debe ser probada 

previamente para su tutela jurídica efectiva? 

 
3.2.5. Derecho a la tranquilidad. 

 

 

En cuanto al derecho a la tranquilidad, la Constitución Política del Perú (1993) en 

su artículo 2 establece los derechos que toda persona tiene, entre ellos: “22. A la 

paz, a la tranquilidad (…)”. Entendiendo que este derecho implica el poder 

desenvolverse en un entorno libre de perturbaciones, ruidos, acoso o cualquier acto 

de alterar el bienestar emocional, mental o físico de la persona. 

 

En ese sentido, considerando que no hay una regulación explícitamente que regula 

como tal el derecho a tranquilidad con esa terminología, en el ámbito jurídico, 

debemos precisar que la tranquilidad se relaciona con el derecho a un medio 

ambiente equilibrado, porque ambos buscan garantizar condiciones dignas de vida 

para la personal. Según lo establece Landa (2017) toda persona debe disfrutar de un 

entorno donde los elementos naturales y culturales se relacionan entre sí para que 

el desarrollo adecuado de la vida y la dignidad humana, considerando como factores 

perturbadores actividades licitas o no de forma invasivas que puedan perjudicar la 

tranquilidad. 
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Además, el citado jurista señala la existencia de la doble dimensión en todo derecho 

fundamental, el primero denominado dimensión subjetiva o individual que se 

refiere a la comprensión del derecho como una facultad jurídica inherente a cada 

individuo, lo que permite exigir su respeto y garantía frente al Estado y particulares 

cuando estos lo vulneran, actuando como una esfera de libertad destinada a 

salvaguardar la dignidad. Y segundo la dimensión objetiva o institucional que 

sostiene que los derechos fundamentales no solo constituyen facultades 

individuales, sino también principios y valores del ordenamiento jurídico que 

orientan su actuación, incluso sirve como guía para la correcta interpretación y 

aplicación de las leyes por partes de las autoridades. 

 

Dicho esto, se debe traer a consideración lo dispuesto por el Tribunal Constitucional 

(2025), en la sentencia recaída del Expediente N.º 042-67-2022-PA/TC, precisa que 

el derecho a la tranquilidad se define como una facultad fundamental que protege 

el interés individual de no sufrir interferencias o perturbaciones en la vida propia, 

garantizando el sosiego necesario para una existencia digna. El colegiado sostiene 

que las autoridades tienen el deber de prevenir conductas que vulneren este derecho, 

pues se busca evitar que se altere la estabilidad personal o intersubjetiva de los 

ciudadanos de manera abusiva o irrazonable, ya que permitir tales afectaciones 

dañaría tanto al individuo como el orden social establecido. 

 
3.2.6. Tutela jurisdiccional efectiva. 

 

 

En el marco del análisis de los derechos fundamentales vinculados en el presente 

expediente, la tutela jurisdiccional efectiva constituye un elemento central del 

Estado, tal como lo establece la Constitución Política del Perú (1993), en su artículo 

139 numeral 3 prescribe que nadie puede ser juzgado por tribunales especiales o 

creados únicamente para su situación en particular, tampoco por reglas distintas a 

las establecidas, lo que se busca es priorizar el debido proceso y la tutela 

jurisdiccional. 

 

Según Priori (2019) sostiene que la tutela jurisdiccional efectiva es uno de los 

principios fundamentales del proceso dentro de un Estado constitucional, no solo se 

trata de un concepto abstracto, sino de un conjunto de derechos fundamentales que 
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garantizan que cualquier persona puede acudir ante un órgano para buscar 

protección. 

 

Asimismo, el autor hace énfasis de que la tutela debe ser efectiva, lo que garantiza 

que la protección debe ser real y no solo formal, si esto no cambia la realidad 

jurídica para bien, no fue efectiva, en ese caso, la tutela debe reunir tres 

características esenciales: 

• Adecuada: El sistema judicial no debe ser rígido, al contrario, debe 

moldearse para cumplir realmente lo que la ley dispone, siendo que los 

mecanismos de juicio deben ajustarse a lo que cada derecho requiere 

para ser protegido. 

• Oportuna: La protección debe actuar con rapidez para que el derecho 

reclamado mantenga su valor, la demora se convierte en una lesión por 

sí misma. 

• Eficaz: La decisión judicial debe tener una incidencia real, de modo que 

el derecho obtenga en la realidad aquella satisfacción que el 

ordenamiento jurídico le prometió. 

 

Por otro lado, Landa (2017) define a la tutela jurisdiccional como el derecho 

fundamental que faculta a toda persona a promover la actividad del Estado con el 

objetivo de obtener la protección efectiva de sus derechos y la resolución definitiva 

frente a sus controversias. Para el autor, este derecho es un pilar esencial para la 

convivencia social pacifica, ya que permite que los conflictos se resuelven mediante 

la aplicación del ordenamiento jurídico y la Constitución. 

 

De igual modo, para el citado jurista, la tutela jurisdiccional comprende dos 

dimensiones: 

a) El derecho de acceso a la justicia: Siendo esto la facultad de poner en 

movimiento el órgano jurisdiccional mediante una demanda, lo que 

obliga al Estado a proveer el servicio de justicia, por medio de 

institucional y recursos. 

b) El derecho a la efectividad de las resoluciones: Dimensión que implica 

el derecho a la ejecución de las sentencias y el cumplimiento de los 
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particulares o autoridad públicas, prohibiendo que existan dilaciones 

indebidas en su ejecución. 

 
3.2.7. Carga de la Prueba. 

 

 

Concerniente a este apartado, el artículo 39 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, señala que la carga de probar la existencia de un trato desigual recae 

en el consumidor cuando el procedimiento se inicia por denuncia, y en la 

administración cuando se inicia de oficio. Para acreditar dicho trato no es necesario 

que el afectado pertenezca a un grupo especifico. Por su parte el proveedor debe 

demostrar que existe una causa objetiva y razonable que justifique su actuación, 

admitiendo para estos fines, el uso de indicios y otros medios probatorios. 

 

Asimismo, de acuerdo con lo que expone la jurista Galagarza (s.f.) precisa que la 

Teoría de la Prueba es una herramienta analítica esencial dentro del Derecho 

Probatorio, cuya función principal es determinar el objeto, la necesidad y la carga 

de la prueba como elementos base para la valoración judicial. Según su 

planteamiento, el análisis de esta teoría es fundamental para resolver conflictos de 

intereses o incertidumbres jurídicas, permitiendo al juez fundamente sus decisiones 

en un valoración correcta de los medios probatorios, garantizando así la eficacia en 

la administración de la justicia y emisión de sentencias que se ajusten a la verdad 

material. 

 

En ese sentido, en la Casación N.º 3394-2020-Lima (2023), precisa que si bien la 

carga de prueba recae inicialmente en quien afirma los hechos, esta actuación no es 

una responsabilidad estática del administrado, sino que debe modularse bajo los 

principios de impulso de oficio y verdad material. Por lo que, el Estado tiene la 

obligación de actuar de oficio e incorporar las pruebas necesarias para esclarecer la 

controversia de los hechos suscitados materia de investigación; de este modo, el 

colegiado sostiene que en casos donde se protegen intereses de orden público, la 

carga de la prueba puede ser asumida por la administración, garantizando así un 

debido procedimiento donde la búsqueda de realidad de los hechos prevalezca sobre 

los meros formalismos probatorios. 
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Por otro lado, concerniente a la carga de la prueba en los derechos fundamentales, 

es imperioso acotar que según Cupe (2019) sostiene que el objeto esencial de todo 

proceso es la búsqueda de la verdad, constituyendo un requisito indispensable para 

la existencia de una verdadera jurisdicción frente los derechos fundamentales, 

porque se convierte en un elemento esencial del debido proceso, que obliga al juez 

en actuar según los medios necesarios para alcanzar la verdad. Además, señala que 

la actividad probatoria no es un ejercicio retórico de persuasión, sino que también 

actúa como un derecho fundamental y un deber epistémico indispensable para 

proteger la dignidad humana y asegurar que el proceso cumpla con su fin supremo, 

la paz social a través de una decisión justa. 

 

4. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE CADA PROBLEMA JURÍDICO 

IDENTIFICADO. 

 

PROBLEMA N.º 01: ¿La inexistencia de una relación de consumo puede ser válidamente 

utilizada como criterio para inaplicar los artículos 1 literal d) y 38 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor? 

 

En primer lugar, determinaremos si el acceso al mercado en una etapa precontractual puede ser 

considerado parte de la relación de consumo, siendo parte de nuestro problema principal que 

previamente se desgloso en el apartado anterior. En ese contexto, la etapa preliminar que hace 

hincapié el Código de Protección y Defensa del Consumidor (en adelante Código) adopta un 

criterio amplio de tutela que no está limitado únicamente a quien ha celebrado un contrato de 

consumo, la protección se extiende a quienes se encuentran en etapas previas, como seria la 

fase de negociación, publicidad o simple exposición de una oferta en el mercado. 

 

Además, la norma incluye tanto la exposición directa o indirecta que uno tiene como 

consumidor frente a un proveedor, lo que implica que no solo se protege a quien interactúa 

directamente con el proveedor, sino también a terceros que puedan verse alcanzando por la 

relación de consumo, salvaguardando el derecho al consumidor. Esto se fundamenta en una 

concepción amplia de la relación de consumo, donde el elemento determinante no es el 

contrato; por ello, la exclusión de una persona sin justificación objetiva y razonable, como 

ocurre en el presente expediente materia de investigación y del Expediente N.º 0057-

2018/CPC-INDECOPI-PIU, no solo constituye un acto arbitrario, sino una vulneración de 
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principio de igualdad, ya que el proveedor no puede establecer restricciones de acceso al 

servicio que no se encuentren sustentadas en criterios objetivos, razonables y legales. 

 

Bajo esta premisa, cobra especial relevancia la figura jurídica del consumidor potencial, 

recogida expresamente en el artículo IV del Título Preliminar del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, considerando a aquella persona que ingresa a un establecimiento 

comercial con la expectativa o posibilidad de adquirir un bien o servicio, aunque aún no haya 

realizado pago alguno. En tal sentido, la protección que realiza el ordenamiento jurídico no se 

limita al consumidor que ha concretado una relación de consumo, sino que también alcanza a 

quienes se encuentran en un etapa previa de interacción con la oferta del mercado. Por ello, 

restringir el acceso a los SS.HH. en un establecimiento comercial constituye una afectación 

directa a los derechos del consumidor potencial, en tanto limita su permanencia, tránsito y 

acceso efectivo a la oferta comercial, generando una barrera frente a los principios de igualdad, 

no discriminación y libre acceso al mercado. 

 

Consecuentemente, el análisis de la relación de consumo en su etapa precontractual exige una 

tutela reforzada bajo la categoría de la hipervulnerabilidad, tal como sostiene la doctrina de la 

jurista López, porque las personas transgénero enfrentan un situación de debilidad jurídica y 

social permanente en el mercado, por lo que en el principio pro consumidor no debe limitarse 

a la información, sino asegurar a un trato digno en el acceso físico a los servicios. Asimismo, 

la restricción de acceso a los SS.HH. no es una mera controversia comercial, sino una 

afectación directa a los derechos a la salud y el saneamiento básico, donde estos espacios son 

infraestructuras de vital relevancia para la dignidad humana; por ende, negar su uso basándose 

en criterios estrictamente biológicos fractura el deber de prestación idónea y expone en un 

riesgo sanitario injustificado a un sector vulnerable de la población. 

 

De este problema, yace el Derecho al trato justo y equitativo que toda persona debe tener 

cuando hay una relación de consumo, el criterio determinante a este problema radica en que no 

hay una justificación objetiva que no es evaluado bajo los parámetros constitucionales, y eso 

que está establecido de manera expresa en nuestra carta magna, que sostiene que ninguna 

persona puede ser discriminada por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión o de 

cualquier índole, en pocas palabras todos somo iguales ante la ley. Además, el artículo 1 y 38 

del Código contempla que ningún consumidor puede ser discriminado bajo ningún motivo, 
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protegiendo no únicamente contra discriminaciones explícitas, sino también contra aquellas 

que se presentan como decesiones comerciales neutras. 

 

Por ello, considero que el Estado frente a estos problemas, debe aplicar de forma pertinente el 

test de razonabilidad, porque permite identificar si la medida es necesaria. Lo que se busca es 

que la medida debe lograr un fin legítimo. Este criterio que opto INDECOPI en relación con el 

Expediente N.º 0056-2018/CC3-SIA y con el precedente citado del Trigésimo Juzgado Civil 

de Santiago de Chile, es idóneo debido a que determina que la eventual incomodidad de 

terceros no constituye una justificación válida, al carecer de un sustento objetivo y 

comprobable. Asimismo, se concluye que no es factible restringir derechos sobre l base de un 

daño potencial no acreditado. 

 

A partir de este análisis, se evidencia que la exigencia de un trato justo en las relaciones de 

consumo obliga a los proveedores a no practicar cualquier practica comercial que, bajo la 

apariencia de una política de orden o seguridad, esconda en realidad un trato discriminatorio 

fundado en la identidad de género, un aspecto que la Sala del INDECOPI priorizó al determinar 

que el bienestar y la dignidad de la persona humana prevalecen sobre cualquier directriz interna 

de manejo de un establecimiento comercial; por consiguiente, se confirma que el estado de 

mercado no puede operar como un espacio de exclusión, sino como un entorno inclusivo donde 

la identidad de género goza de tutela jurídica efectiva. 

 

En esa misma línea, desarrollaremos la problemática de fondo que involucra el derecho a la 

identidad de género, priorizando en primer plano jurídico que es un derecho fundamental 

protegido por instancias internacionales y nacionales. Bajo esta premisa, este derecho está 

vinculado directamente a la dignidad humana, el libre desarrollo de la personalidad y el derecho 

a la igualdad y no discriminación, y no puede reducirse a una categoría accesoria de la identidad 

de la persona. Por ello, cualquier imposición externa basada en el sexo asignado al nacer o en 

estereotipos sociales resulta incompatible con un modelo constitucional centrado en la dignidad 

humano (siendo esto un bien jurídico tutelado). 

 

En la realidad peruana, este un tema particularmente sensible y aún en proceso de consolidación 

normativa, debido a que el reconocimiento expreso y desarrollo de la identidad de género no 

ha alcanzado un nivel amplio de regulación. Dicha situación coloca a las personas transgéneros 
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en una situación de vulnerabilidad frente a prácticas de discriminación social e institucional, lo 

que exige una interpretación constitucional reforzada de sus derechos fundamentales. 

 

De esta idea, coincidimos con el pronunciamiento que realiza el Colegiado Constitucional en 

el Expediente N.º 06040-2015-PA/TC, porque se reconoce que la identidad de género se 

encuentra comprendida dentro del libre desarrollo de la personalidad, lo que implica un deber 

estatal que protege de forma activa los actos discriminatorios frente a este grupo vulnerable. 

Además, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Azul Rojas Marín y otras 

vs. Perú” ha establecido que la identidad de género está protegida por el derecho a la igualdad 

y no discriminación, siendo esta afirmación correcta y pertinente, porque impone al Estado 

obligaciones de debida diligencia reforzada frente a actos discriminatorias que incluso pueden 

llegar a violencia. 

 

En tal sentido, la identidad de género no se reduce a lo biológico, sino que forma parte de la 

dimensión interna de la persona, vinculada a un mundo psicológico y a su manera de vivir su 

propia identidad. 

 

Asimismo, debemos advertir que, como en algunas ramas del derecho existen principios, los 

cuales se encargan guiar, orientar e interpretar el sistema jurídico, y ante la poca reglamentación 

sobre el derecho a la identidad de género que existe en nuestra sociedad peruana, la relevancia 

de los Principios de Yogyakarta tienen un rol importante en los precedentes nacionales e 

internacionales, porque consolidan un estándar internacional de protección, reconocimiento la 

identidad de género como una vivencia interna que debe ser respetada y protegida sin 

exigencias desproporcionales. En consecuencia, la identidad de género no puede ser objeto de 

restricciones basadas en la presión el entorno social o en la ausencia de una regulación interna 

expresa, debiendo prevalecer los estándares internacionales sobre derechos humanos. 

 

PROBLEMA N.º 02: ¿Es acertada la postura del Tribunal de defensa de la competencia del 

Indecopi al argumentar que la vulneración al derecho a la tranquilidad debe ser probada 

previamente para su tutela jurídica efectiva? 

 

De forma consecuente, consideramos que al haber un pronunciamiento por parte de una 

autoridad administrativa bajo el supuesto de que hay afectación al derecho a la tranquilidad 

de terceros para determinar y/o disponer un fallo, carece de un sustento fáctico idóneo, toda 
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vez que las conjeturas del entorno no pueden ser utilizadas como justificación para restringir 

derechos fundamentales. Desde una perspectiva constitucional, el derecho a la tranquilidad 

protege a las personas frente a perturbaciones materiales y verificables, mas no frente a 

alegaciones abstractas o carentes de acreditación. 

 

Este criterio ha sido desarrollado en el derecho comparado, en el caso Gavin Grimm v. 

Gloucester County School Board, donde la Corte de Apelaciones de los Estados Unidos analizó 

la política de restricción del uso de SS.HH. respecto a un estudiante transgénero, si bien el 

escenario es diverso a nuestro expediente, se determina de los considerandos del tribunal, que 

no existía evidencia de un daño real, concreto o verificable hacia los demás estudiantes, 

descartando expresamente que las percepciones generales de incomodidad o rechazo puedan 

constituir una justificación validad para restringir derechos. 

 

No obstante, resulta imperativo evaluar este escenario desde la contraparte argumentativa 

respecto a la gestión del riesgo y prevención. Si bien en el caso concreto no se acreditó una 

afectación real a la tranquilidad de terceros, el ingreso de personas con características 

biológicas disimiles a espacios segregados plantea un debate legítimo sobre el deber de 

seguridad que pesa sobre los proveedores. En la realidad nacional, existen antecedentes donde 

se instrumentalizó de forma fraudulenta la indumentaria o apariencia para vulnerar la intimidad 

en SS.HH. de menores de edad, como lo suscitado en el distrito de Miraflores – Lima. Si bien 

dicho supuesto constituyó un acto ilícito ajeno al amparo de la identidad de género, denota la 

existencia de un riesgo latente que los proveedores deben gestionar. Por lo tanto, la exigencia 

de evaluar el riesgo potencial no responde a un prejuicio social, sino a la aplicación de poder 

concretar un escenario de prevención; por ende, el razonamiento de cualquier autoridad como 

la del presente caso, debe ponderar integran entre el derecho a la identidad y la obligación de 

garantizar entornos comercialmente seguros para las poblaciones vulnerables. 

 

Por otro lado, considero que la tutela jurisdiccional efectiva constituye el eje articulador de 

todos los problemas jurídicos analizados en el presente trabajo, en la medida en que no basta 

con el reconocimiento normativo de derechos como la igualdad, la no discriminación o la 

identidad de género, al contrario, resulta indispensable que estos cuenten con mecanismos 

reales y eficaces de protección, con el objetivo de obtener una respuesta jurisdiccional real, útil 

y eficaz frente a la afectación de los derechos. 
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Desde una perspectiva más dogmática, este derecho no puede ser atendido como una garantía 

formal o procedimental, más bien como un mecanismo de protección de derechos 

fundamentales dentro de un Estado, por lo que, la sola posibilidad de acudir al juez para 

resolver el caso controvertido mediante una decisión judicial no produce efectos reales en la 

situación jurídica del justiciable. En ese sentido, la tutela jurisdiccional efectiva debe 

comprender como mínimo, el acceso a la justicia, la obtención de una decisión motivada 

conforme a ley y la ejecución efectiva de lo resuelto, porque al omitir cualquiera de estos 

supuestos desnaturaliza la garantía del derecho a proteger. 

 

Por lo tanto, la tutela jurisdiccional debe ser entendida como un sistema orientado a la 

efectividad del derecho, vinculada intrínsecamente con la obligatoriedad de obtener una 

resolución fundada en derecho que sea congruente y motivada, lastimosamente en la realidad 

peruana no se ve ello, porque muchos jueces son procesados en el ámbito del derecho 

administrativo disciplinario por motivación indebida. Por ello, la tutela se perfecciona cuando 

el Estado asegura que el proceso sea un instrumento idóneo para la protección de situaciones 

jurídicas, evitando los supuestos de vulneración de derechos fundamentales. 

 

Como se ha indicado precedentemente, la efectividad de este derecho exige una adecuación de 

técnicas procesales oportunas, donde la tutela no agota su contenido con la expedición de la 

sentencia, sino que se extiende a la fase de ejecución forzada. Por ello, en casos de 

discriminación por identidad de género, la tutela jurisdiccional efectiva demanda una actuación 

jurisdiccional con perspectiva de derechos humanos y que tenga una incidencia real, evitando 

que el proceso se convierta en un mecanismo puramente simbólico. 

 

Además, el análisis sobre la aplicación del artículo 39 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor en el presente expediente, la carga de la prueba constituye una dinámica procesal 

para situaciones de presunta discriminación, destacando la responsabilidad que recae sobre el 

consumidor afectado, quien debe acreditar fehacientemente la existencia de un trato desigual. 

Lo que se busca es poder garantizar el debido procedimiento y la tutela de derechos, obligando 

a la autoridad competente, en este caso en concreto al Instituto Nacional de Defensa de la 

Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual de Perú – INDECOPI, utilizar las 

herramientas pertinentes de fiscalización para disipar y comprobar los supuestos hechos que 

incurrieron en acto de trato desigual; en consecuencia, se busca que prevalezca la verdad 
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material, lo cual permite alcanzar un adecuado balance y equilibrio de derechos entre los 

particulares que intervienen en la relación de consumo. 

 

Para finalizar, la Teoría de la Prueba en los casos de discriminación no puede ser vista como 

un mero formalismo procesal, porque la actividad probatoria en el derecho de consumo es una 

herramienta obligatoria para que la autoridad descubra la verdad de lo que realmente ocurrió y 

no se quede en las meras declaraciones de la empresa o proveedor. Cuando está en juego la 

identidad de género, la prueba deja de ser un juego de persuasión y se convierte en una garantía 

para defender la dignidad humana. Por ello, sostengo que exigir una valoración correcta de las 

pruebas es la única manera de asegurar que la autoridad competente resuelva con justicia, 

 

Finalmente, corresponde determinar si resulta o no exigir acreditar previamente la vulneración 

del derecho a la tranquilidad como requisito para la obtención de la tutela jurisdiccional 

efectiva en el presente caso, debiendo precisar que dicha probanza no constituye un 

presupuesto necesario. En el ámbito del derecho de protección al consumidor, las conductas 

discriminatorias configuran infracciones de naturaleza objetiva, las cuales se verifican a partir 

de la existencia de un trato diferenciado carente de justificación objetiva y razonable tal como 

ha sido analizo en el Expediente N.º 077-2029/CPC-INDECOPI-CHT; por lo que, la 

procedencia de la tutela no se encuentra condicionada a la acreditación de un perjuicio 

subjetivo, afectación emocional o lesión afectiva al derecho a la tranquilidad del denunciante, 

sino a la constatación del acto discriminatorio en si mismo dentro de la relación de consumo. 

 

5. VALORACIÓN JURÍDICA PERSONAL DE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

POR LA AUTORIDAD COMPETENTE. 

 

5.1. Sentencia de primera instancia de fecha 14 de agosto de 2020. 

 

 

a) Valoración de forma: Desde un enfoque procesal, la Resolución Final N.º 0117-

2020/INDECOPI-CHT cumple con los estándares exigidos por el Texto Único 

Ordenado de la Ley de Procedimiento Administrativo General y el Código de 

Protección y Defensa del Consumidor. Esto debido a que la Comisión de la Oficina 

Regional del Indecopi de Ancash – Sede Chimbote cumplió con las etapas del debido 

procedimiento: admitir la denuncia, otorgar el plazo para subsanar observaciones y 

conceder el plazo legal para presentar sus descargos por parte de las empresas 
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Inmuebles Panamericana y Altek Trading con relación a las presuntas infracciones al 

Código de Protección y Defensa del Consumidor – Ley N.º 29571. Asimismo, la 

Comisión actuó dentro de las facultades conferidas por la normativa vigente al 

momento de valorar los medios probatorios aportados por las partes. 

 

De igual modo, respecto a la competencia y procedibilidad , a nuestro criterio la 

Comisión actuó correctamente al evaluar de oficio su propia competencia y los 

requisitos de procedencia antes de pronunciarse sobre el fondo del asunto, acción que 

es fundamental, ya que la validez de un acto administrativo depende de que sea emitido 

por el órgano competente. Además, a efectos de poder identificar los posibles 

responsables, la Comisión aplicó adecuadamente el principio de causalidad para 

determinar que una de las empresas denunciadas no tenía legitimidad, al acreditarse que 

no ejercía la administración del centro comercial. 

 

Asimismo, en lo que respecta al deber de motivación, la resolución de primera instancia 

cumple formalmente con los estándares exigidos por el debido procedimiento 

administrativo, toda ve que, la Comisión estructuro su análisis respondiendo de manera 

exhaustiva y coherente a cada uno de los puntos controvertidos fijados en el presente 

proceso administrativo, evaluando los argumentos de discriminación planteados por el 

denunciante como las justificaciones presentadas por las empresas denunciadas. De este 

modo, la decisión no incurre en vicios de incongruencia, garantizando que las partes 

conozcan con claridad las razones jurídicas y fácticas que sustentaron el sentido del 

fallo, lo cual asegura la validez del acto administrativo. 

 

b) Valoración de fondo: Concerniente a ese punto, el núcleo de toda decisión ya sea en 

el ámbito jurisdiccional o administrativo radica en el fondo del asunto, para poder 

determinar la existencia o no del problema que plantea la autoridad competente a razón 

de la denuncias y descargos de las partes del proceso administrativo trilateral, lo cual 

es el presupuesto habitante para la aplicación del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor; en ese sentido, es imperioso precisar los siguientes argumentos: 

 

Referente al apartado de inexistencia de Relación de Consumo, si bien la Comisión 

determinó que la parte denunciante no actuaba como consumidor final al momento que 

se suscitaron los hechos, y su sustento principal fue que el denunciante era trabajador 
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de un locatario en el momento de que acceda a los SS.HH. consideró que esta opinión 

se basa más en una relación contractual entre su empleador y el centro comercial, y se 

observa que no hay una correcta aplicación de la norma principal al caso concreto, 

respecto a que cualquier persona es un potencial consumidor al momento que ingresa a 

un centro comercial, ya sea directamente o no. En efecto, el Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, en su Título Preliminar sobre el ámbito de aplicación, 

reconoce que la calidad de consumidor no se limita a quien realiza directamente una 

transacción, sino que puede extenderse a toda persona que, de manera directa o indirecta 

se encuentra en una situación de potencial consumo. Bajo esta premisa, cualquier 

persona que ingrese a un centro comercial, puede ser considerado como consumidor; 

en consecuencia, la interpretación adoptada por la Comisión restringe indebidamente 

el alcance del concepto de consumidor, desnaturalizando la finalidad protectora de la 

norma y excluyendo supuestos dentro de su ámbito de tutela. 

 

Asimismo, la Valoración probatoria por parte de la Comisión, desestimó las boletas de 

compra presentadas por la parte denunciante, debido a que no coincidían con la fecha 

del incidente (19 de noviembre de 2019) y que no estaban a su nombre, es una 

aplicación un poco rigurosa de la carga de la prueba que recae sobre el consumidor para 

acreditar el trato desigual en el marco de una relación de consumo, porque no es 

necesario que para determinar un relación de consumo exitosa debe haber alguna 

compra de un bien o producto, el simple hecho de acudir es un acto preliminar que 

puede o no conllevar a comprar, acción previa que está protegida por nuestro 

ordenamiento jurídico. 

 

Por otro lado, algo sumamente trascendental es la jerarquía de normas aplicable al caso 

en concreto, aunque la denuncia fue declarada improcedente, resulta cuestionable que, 

existiendo precedentes tanto nacionales como internacionales, así como desarrollo 

doctrinario y normas de rango constitucional que reconocen y protegen el derecho a la 

identidad de género como un derecho fundamental de la persona, la Comisión haya 

optado por sustentar su análisis en una norma de carácter técnico, el cual regula aspectos 

vinculados al diseño, ejecución y condiciones mínimas de infraestructura en 

edificaciones, así como los diseños o instalaciones de SS.HH. (Normas Técnicas A.070 

e IS.010 del Reglamento Nacional de Edificaciones) , sin abordar la dimensión de los 

derechos fundamentales involucrados en el caso. Este fallo llama la atención, porque 
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una autoridad administrativa encarga de la protección y defensa de los consumidores, 

como la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Ancash – Sede Chimbote, no 

haya ponderado adecuadamente la jerarquía normativa propia del ordenamiento 

jurídico, siendo de suma importancia conocer la estructura de la Pirámide de Kelsen. 

La omisión de este análisis no solo debilita la motivación de la decisión, sino que podría 

evidenciar una interpretación restrictiva del marco normativo aplicable, dejando de lado 

estándares jurídicos superiores que debieron orientar el razonamiento de la Comisión. 

 

A modo de síntesis, es irrelevante privilegiar una norma técnica sobre la protección de 

derechos fundamentales, más aún si considera que no hay una relación de consumo de 

forma preliminar, porque lo primordial es poder tutelar el derecho fundamental afectado 

y poder erradicar la discriminación que se dio en un contexto de mercado. 

 
5.2. Sentencia de segunda instancia de fecha 03 de diciembre de 2020. 

 

 

a) Valoración de forma: Al respecto, desde una óptica de cuestiones procedimentales 

sobre la Resolución N.º 2310-2020-SPC-INDECOPI, la Sala aplicó de forma correcta 

el principio de informalismo, permitiendo que el recurso de apelación de la enunciante 

sea admitido a pesar de los cuestionamientos de la contraparte sobre la falta de 

identificación de errores de hecho o derecho, garantizando el derecho a la doble 

instancia que tiene toda persona para que una autoridad competente, como es el caso de 

INDECOPI pueda revisar a profundidad los hechos controvertidos. 

 

Asimismo, debemos reconocer que la Sala salvaguarda de forma correcta los intereses 

públicos, ha corroborado los requisitos de procedencia de la denuncia interpuesta antes 

de poder emitir un pronunciamiento sobre el fondo de lo peticionado, ello en estricto 

cumplimiento conforme lo establece el artículo 3 del TUO de la LPAG, que la 

competencia es uno de los requisitos de validez del acto administrativo. 

 

De igual modo, al revocar la improcedencia contra la empresa Altek Trading la Sala no 

se pronunció sobre el fondo de la discriminación si ocurrió o no, sino que ordena que 

la primera instancia lo haga, siendo dicha actuación correcta para no vulnerar el derecho 

a la defensa por parte de la parte afectada y asegurar que existan dos pronunciamientos 

sobre el hecho controvertido. El objetivo es que pueda evaluar las pruebas y argumentos 
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presentados por ambas partes respecto a la negativa de ingresar a los SS.HH., de esta 

manera nos aseguramos de que la Comisión en su calidad de órgano instructor emita un 

pronunciamiento sustantivo debidamente motivado. 

 

b) Valoración de fondo: Concerniente al núcleo de la resolución, la Sala de INDECOPI 

de forma correcta advierte de forma correcta el error de la primera instancia, quien 

consideraba que el señor Carlos Eduardo Baca Flores al ser trabajador de un local 

dentro del establecimiento comercial no era consumidor en todos sus extremos, cuando 

esta interpretación es incorrecta, porque la relación laboral con la peluquería “Kim 

FashIon”, lugar de trabajo del denunciante no anula de forma parcial o completa la 

condición de consumidor potencial respecto a los SS.HH. La acción de poder transitar 

por las áreas comunes del establecimiento comercial hace que cualquier persona 

mantenga su libertad de poder adquirir algún producto o servicio en cualquier momento, 

esta actividad genera que una persona en un receptor potencial de alguna oferta de 

mercado. 

 

Asimismo, es correcta y necesaria la revocación dispuesta por la Sala, en la medida en 

que refuerza el sistema de protección al consumidor, porque no le correspondía en ese 

momento emitir un juicio definitivo sobre el fondo del asunto, ordenando en su lugar 

la reanudación de la etapa de instrucción en primera instancia administrativa, la 

relevancia de este fallo radica en que remueve un obstáculo procesal injustificado, al 

delimitar que el acceso a los SS.HH. constituye una prestación sujeta a las garantías 

que establece la normativa vigente, independiente de que exista un pago directo por el 

servicio, sino que establece un criterio relevante sobre la inoponibilidad de los contratos 

privados frente a derechos de orden público. Esta decisión reafirma que los 

administradores de centros comerciales asuman una responsabilidad directa sobre las 

condiciones de acceso a sus instalaciones, las cuales deben ser coherente con el respeto 

a la dignidad y el principio de no discriminación. 

 

5.3. Sentencia de primera instancia ante lo dispuesto por la Sala Especializada de 

INDECOPI de fecha 04 de junio de 2021. 

 

a) Valoración de forma: En lo que respecta a las cuestiones procedimentales vinculadas 

a la Resolución Final N.º 0097-2021/INDECOPI-CHT, es fundamental resaltar el 
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error procedimental inicial de la Comisión, al declarar nuevamente la denuncia 

improcedente por considerar que no había relación de consumo y de cierto modo esto 

habría cerrado el caso sin analizar si hubo discriminación o no, lo que demuestra que la 

revisión jerárquica garantiza el derecho al debido proceso. Asimismo, consideró que la 

acción probatoria que hubo se aplica de manera impecable conforme lo establece el 

artículo 39 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, porque cuando el 

denunciante aportó indicios de trato desigual al momento de prohibirle el acceso a 

SS.HH. de mujeres, la carga de probar una causa objetiva y justificada se trasladó al 

proveedor. 

 

Por otro lado, el debido procedimiento administrativo se mantuvo intacto mediante el 

cumplimiento estricto de las etapas de instrucción, porque al notificar el informe final 

de instrucción se otorgó el plazo respectivo para levantar cualquier observación, lo que 

acarrea el derecho de apelación; por ende, esto asegura que el acto administrativo sea 

válido y no vulnere el derecho a la defensa de ninguna de las partes. 

 

b) Valoración de fondo: Analizando el fondo de asunto que se plantea en este acto 

administrativo, debemos precisar que existe una tensión jurídica entre el derecho 

constitucional a la identidad de género y las normas técnicas de infraestructura. Dicho 

esto, como ya se había advertido previamente en la Resolución Final N.º 0117-

2020/INDECOPI-CHT, se identifica que el punto crítico del razonamiento aparece 

cuando la Comisión prioriza una disposición técnica como son las Normas Técnicas 

A.070 e IS.010 del Reglamento Nacional de Edificaciones (la primera enfatizada a las 

edificaciones comerciales y requisitos para su diseño y construcción; y, la segunda 

establece requisitos mínimos para instalaciones sanitarias). 

 

En ese sentido, el argumento central de la Comisión sostiene que dichas normas obligan 

a los establecimientos a mantener baños diferenciaos por sexo biológico 

(masculino/femenino), lo que constituiría una “causa objetiva y justificada” para 

restringir el acceso de una mujer transgénero al baño de mujeres. No obstante, estimo 

que esta conclusión resulta problemática, debidó a que implica una interpretación 

estrictamente biológica del término “sexo”, la cual se desconecta del propio análisis 

previo que la misma Comisión desarrolla sobre la identidad de género como atributo 
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protegido. En otras palabras, dicha norma técnica regula cuántos baños debe haber y 

cómo deben funcionar, más no quién puede usarlos en función de su identidad de género 

 

En esa línea, advierto una contradicción interna, porque mientras que la identidad de 

género se reconoce como un derecho fundamental, en el caso concreto se le vacía de 

contenido al supeditarla a una lectura literal de una norma técnica, esta forma de 

razonamiento omite realizar un adecuado ejercicio de ponderación o de control de 

convencionalidad que permita armonizar ambas fuentes normativas. 

 

A ello, se suma que la validación de la alternativa ofrecida al denunciante, en el uso de 

un baño para personas con discapacidad. Desde una perspectiva de derechos humanos, 

entiendo que esta solución no solo resulta insuficiente, sino que puede interpretarse 

como una forma de afectación directa, en tanto el desplazamiento de la persona se 

realice fuera del espacio que corresponde a su identidad de género. 

 

A modo de conclusión, considero que concerniente al análisis de fondo resulta 

cuestionable, en donde se evidencia que la Comisión realiza un interpretación literal de 

una norma técnica que de cierto modo hace que se imponga sobre la protección efectiva 

de los derechos fundamentales, esto permite sostener que la Comisión prioriza una 

lógica de seguridad normativa del proveedor , en lugar de desarrollar una interpretación 

conforme al derecho convencional que garantice el ejercicio pleno de la identidad de 

género en el ámbito del consumo. Por lo tanto, las Normas Técnicas A.070 e IS.010 del 

Reglamento Nacional de Edificaciones no impone una obligación de exclusión como 

la asumida por la Comisión, sino que admitían una interpretación compatible con el 

ejercicio de derechos fundamentales, lo que no fue debidamente considerada en la 

referida resolución. 

 
5.4. Sentencia final de segunda instancia de fecha 12 de abril de 2022. 

 

 

a) Valoración de forma: Respecto a la Resolución N.º 0735-2022/SPC-INDECOPI, 

debemos considerar que la Sala ha corregido el fallo de la Comisión, en primer lugar, 

porque revisa nuevamente los hechos y hay una correcta aplicación de una técnica de 

control de constitucional indispensable para subsanar los vicios en los que incurrió la 

primera instancia. Además, en relación con el Principio de Predictibilidad, el argumentó 
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de Altek Trading al indicar que existían precedentes anteriores que no sancionaban estos 

actos (Resolución N.º 2640-2013/SPC-INDECOPI), advierto que la Sala recurrió a las 

facultades que le otorga el Texto Único Ordenado de la Ley de Procedimiento 

Administrativos Generales para apartarse de decisiones anteriores, siempre que ello 

esté debidamente motivado. Desde esta perspectiva, estimo que se sostiene que el 

razonamiento jurídico no es estático, sino que debe evolucionar con el tiempo y 

adecuarse a los nuevos estándares internacionales en materia de derechos humanos. En 

consecuencia, el criterio previo deja de ser aplicable dentro del marco actual de 

protección de la identidad de género. 

 

b) Valoración de fondo: En cuanto al fondo del asunto, la valoración jurídica se centra 

en la jerarquía normativa y el alcance de los derechos fundamentales en las relaciones 

de consumo. El error de la primera instancia yace en considerar como base 

argumentativa una norma técnica, como es el Reglamento Nacional de Edificaciones 

(RNE), siento que dicha norma no tiene la competencia ni la naturaleza jurídica para 

restringir el uso de servicios basándose en el sexo biológico, ignorando de cierta forma 

la identidad de género. Por lo que, bajo el ordenamiento jurídico peruano ninguna 

norma técnica puede vaciar de contenido un derecho constitucional como es el libre 

desarrollo de la personalidad y la igualdad. 

 

Dicho esto, en el ordenamiento jurídico peruano, la identidad de género no se menciona 

de forma literal en el artículo 2 de la Constitución Política del Perú, sino que es 

reconocida por el Tribunal Constitucional como una manifestación del libre desarrollo 

de la personalidad y la dignidad humana. Por lo tanto, el sexo mencionado en el 

Reglamento Nacional de Edificaciones debe entenderse desde una óptica inclusiva que 

abarque la identidad autopercibida de los usuarios en el mercado, evitando que una 

norma técnica se priorice sobre un derecho fundamental. 

 

Asimismo, respecto a la carga de la prueba sostenida por la parte afectada, primero hay 

que analizar que las grabaciones presentadas por la parte denunciante no vulneran el 

derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones, porque quien graba es parte de la 

conversación y el contenido versa sobre una conducta infractora, peor aún si esto se da 

en un espacio de atención al público, lo cual es fundamental para acreditar actos de 

discriminación que suelen ser difíciles de probar mediante pruebas directas. Dicho esto, 
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el video presentado por el señor Carlos Eduardo Baca Flores no constituye un acto de 

mala fe, por el contrario, un ejercicio legítimo del consumidor para demostrar mediante 

medios probatorios una posible infracción administrativa por parte del administrador. 

Aunado a ello, un punto clave por el cual no se requirió pericia es que la propia empresa 

nunca negó haber dado la orden de restringir el ingreso. 

 

En ese orden de ideas, en estricta aplicación del artículo 39 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, una vez probada el acto discriminatorio por parte del 

denunciante, obliga al proveedor a demostrar que dicho trato se basó en una causa 

objetiva y justificada; sin embargo, de los argumentos expuestos por Altek Trading los 

cuales se basan en quejas de terceros o normas técnicas no constituyen justificaciones 

legales válidas para realizar cualquier acción para discriminar, menos para eximir de 

responsabilidad. 

 

De lo señalado precedentemente, debemos hacer un paréntesis y señalar que, si bien 

estamos de acuerdo con lo resuelto por la Sala de INDECOPI, es menester traer a 

colación el siguiente apartado de la presente resolución por su alta sensibilidad social y 

jurídica, que sostiene: “104. (…) en el caso concreto, no se ha verificado que el ingreso 

de la parte denunciante a los servicios higiénicos de mujeres afectara en modo alguno 

el derecho fundamental a la tranquilidad de las demás personas, sino que 

aparentemente dicha negativa se habría basado prejuicios de la clientela”. Si bien esta 

afirmación se encuentra alineada con el marco jurídico a la no discriminación, también 

abre un debate complejo en un torno a la seguridad y la percepción de riesgo, porque 

en nuestra sociedad peruana se han registrado casos en los que sujetos de sexo 

masculino han recurrido a la simulación de identidad (incluye vestimenta asociada al 

género femenino) para acceder a espacios privados con fines para mi óptica no licitas, 

como sucedió en el departamento de Junín – Perú. 

 

En ese sentido, la exigencia de acreditar una afectación real a la tranquilidad de las 

demás personas, tal como lo plantea la Sala, pueden entrar en tensión con una realidad 

social en el que el temor no siempre se origine en prejuicios hacia la identidad de 

género, por un potencial riesgo. No obstante, preciso que este riesgo no debe traducirse 

en la estigmatización de las personas cuya identidad de género difiere del sexo asignado 

al nacer; al contrario, la problemática evidencia la necesidad de diseñar e implementar 
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protocolos de seguridad claras y eficaces en los establecimientos comerciales, capaces 

de conciliar la protección del derecho a la identidad de género con el deber de garantizar 

la tranquilidad de todos los usuarios. 

 

Por otro lado, el hecho de transitar libremente por las áreas comunes de un 

establecimiento comercial implica que cualquier persona mantiene la posibilidad de 

adquirir bienes o servicios en cualquier momento, incluso aquellos que tienen una 

relación contractual con alguna empresa dentro el recinto comercial, configurándose, 

así como un potencial destinatario de las ofertas del mercado y adquirirlas en cualquier 

momento. Asimismo, estimo que el argumento por parte de Altek Trading, en el sentido 

de que el uso de los SS.HH. se encontraba regulado contractualmente con la peluquería, 

lugar de trabajo de la parte denunciante, en mi opinión, los efectos de un contrato 

celebrado entre particulares no pueden extender al punto de privar a una persona natural 

de los derechos que le reconoce el ordenamiento jurídico en su calidad de consumidor; 

por lo que, el acceso de servicios que ofrece un establecimiento comercial puede tener 

como finalidad incentivar el consumo, porque quién no ha comprado algo simple y 

barato para acceder a los SS.HH. de un lugar de acceso al público, como lo es un centro 

comercial. 

 

Finalmente, considero que la revocación dispuesta por la Sala no solo resulta 

jurídicamente correcta, sino también necesaria, en la medida en que fortalece el sistema 

de protección al consumidor. A través de este fallo, no solo se garantiza el acceso a la 

justicia de una persona en situación de vulnerabilidad, sino que también se establece un 

criterio relevante respecto a la inoponibilidad de los contratos privados frente a los 

derechos de orden público. Además, es correcto aplicar el control de convencionalidad 

y constitucional en sede administrativa, al alinear el Código de Protección y Defensa 

del Consumidor con los estándares de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

y la Constitución Política del Perú, reafirmando que la dignidad de la persona es el fin 

supremo de la sociedad y del Estado, incluso en las transacciones comerciales más 

cotidianas. 

 

En ese sentido, el fallo alcanza un necesario equilibrio entre dos derechos 

fundamentales: la identidad de género y la seguridad en los establecimientos 

comerciales donde yace el consumo. La resolución demuestra que salvaguardar la 
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identidad y dignidad de los usuarios transgéneros no implica desatender la seguridad 

física o la intimidad de los demás consumidores; por el contrario, establece que el deber 

de seguridad que tienen las empresas debe gestionarse mediante mecanismos de 

prevención e infraestructura adecuados, sin recurrir a la exclusión arbitraria o la 

restricción de derechos basada en el género de las personas. 

 
6. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES. 

 

 

6.1. El derecho a la identidad de género es un derecho fundamental protegido, si bien no está 

prescrito de forma textual, debemos tener claro que es amparado por la Carta Magna, 

debido a que está vinculado a la dignidad, igualdad y libre desarrollo de la persona, cuya 

protección exige su reconocimiento sin criterios biológicos. Por lo que, se recomienda a 

las autoridad correspondiente apliquen un enfoque de derechos humanos en la 

interpretación de la identidad de género, conforme a estándares constitucionales e 

internacionales. 

 

6.2. La relación de consumo no solo comprende cuando hay un intercambio y/o relación directa 

entre el consumidor y proveedor, sino que su protección empieza desde la etapa previa a 

la etapa contractual; por lo tanto, no puede ser utilizada válidamente como un criterio de 

exclusión para inaplicar los artículos 1 literal d) y 38 del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, debido que el hecho de ingresar o pretender usara área comunes o SS.HH. 

en un establecimiento abierto al público configura una etapa preliminar de consumo regida 

por las garantías de igualdad y no discriminación. Por ello, se recomienda que INDECOPI 

emita un precedente de observancia obligatoria que consolide de manera expresa la 

categoría del consumidor en etapa preliminar o potencial en casos de discriminación, a 

efectos de que las empresas evaden sus responsabilidad administrativas. 

 

6.3. La postura del Tribunal del INDECOPI es restrictiva al sostener que la vulneración al 

derecho a la tranquilidad requiere de una verificación previo para su tutela jurídica 

efectiva, pues las prácticas discriminatorias constituyen, por sí mismas, una afectación 

intrínseca a la dignidad y al bienestar psicofísico del consumidor. No obstante, también es 

necesario considerar que, en determinados contextos, pueden existir riesgos relacionados 

con la seguridad o la intimida de terceros. Por lo que, se recomienda establecer 

lineamientos y protocolos que permitan a los proveedores ponderar el riesgo latente de 
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seguridad sin incurrir en actos discriminatorios, así como la implementación de servicios 

de acceso individual en centros comerciales para personas con identidades de género 

diferentes, lo que garantiza la inclusión y respeto de los derechos de todos los usuarios. 

 

6.4. La tutela jurisdiccional efectiva exige una protección real y no meramente formal de los 

derechos fundamentales, lo que implica decisiones motivadas, razonables y ejecutables, 

especialmente en contextos de discriminación estructural, garantizando que el proceso 

cumpla una función material de protección. Debiendo reforzar la tutela efectiva de los 

derechos fundamentales en sede administrativa, asegurando que las decisiones sean 

debidamente motivadas, para tener resultados reales y verificables en el ámbito jurídico 

del administrado. 

 
7. ANEXOS. 

 

i) Resolución Final N.° 0117-2020/INDECOPI-CHT 
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ii) Resolución 2310-2020/SPC-INDECOPI 
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iii) Resolución Final N.° 0097-2021/INDECOPI-CHT 
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iv) Resolución 0735-2022/SPC-INDECOPI 
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